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SENTENCIA N° 053-2009. Tribunal Aduanero Nacional. San José, a las nueve horas con cuarenta y cinco minutos del veintinueve de abril del año dos mil nueve.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación presentado por el agente de aduanas señor XXXXXXXX, contra la Resolución de la Aduana Santamaría número AS-DN-4191-2008 del 11 de setiembre de 2008.
RESULTANDO 
I. Con escrito de fecha de recibido 13 de noviembre del 2007, el  señor XXXXXXXX, actuando como representante legal de XXXXXXXX S.A, solicita ante la Aduana Santamaría la corrección del DUA XXXXXXXX del 18 de febrero de 2007, indicando que en la declaración se anotó que se trataba de un vehículo B.M.W  siendo lo correcto MERCEDEZ BENZ, aportando las pruebas pertinentes.  (ver folio 1)

II. Con resolución número AS-DN-C-VEH-6403-2007 del 20 de noviembre de 2007, la Aduana Santamaría conoce la solicitud presentada y resuelve acoger la gestión presentada para que en lo sucesivo se lea en el item 01 de la declaración de referencia como marca: MERCEDEZ BENZ, realizando la comisión respectiva para que se proceda a la transmisión electrónica en el sistema informático conforme con lo resuelto e indicando que dicha corrección no afecta el valor aduanero. (ver folio 09)

III. Con resolución AS-DN-3504-2008 del 6 de agosto del 2008, la Aduana inicia procedimiento ordinario contra el agente aduanero XXXXXXXX y el importador XXXXXXXX S.A., tendiente a modificar la clase tributaria y el valor aduanero consignados en la declaración aduanera de importación número XXXXXXXX del 16 de febrero de 2007, puesto que se declaró erróneamente como clase la número 2250534 ya que dicha clase de conformidad con el Sistema Informático CAR-TICA corresponde a un vehículo automotor marca Mercedes Benz, estilo A 170, año 1999, tracción 4x2, cilindrada 1 700, carrocería sedan 4 puertas, combustible gasolina, cabina sencilla, estandar, transmisión manual, con un valor de importación de  ¢2.313.800, clase que no corresponde al vehículo desalmacenado que es Mercedes Benz, modelo CLK 320, sedán dos puertas, año 1999, gasolina, transmisión automática, cilindrada 3200, cabina sencilla, full extras, al que corresponde, según el decreto ejecutivo 32458-H del 7 de julio de 2005, la página electrónica de Black Book, número 99, Informe Registral de Inscripción en el Registro Nacional de la Propiedad Mueble del Vehículo, la Circular DONT-SAAT-1018-2003 del 3 de julio del 2003 y la Circular DGT-DGA-01-2008 vigente, la clase tributaria 2364275, variando el valor aduanero a la suma de ¢4.000.094.00.  Dicho cambio implica una modificación en la liquidación de los gravámenes aplicables generando una diferencia de impuestos no pagada de ¢1.393.839.74.  (ver folios 28-33) 

IV. Que no consta en expediente que los interesados hayan presentado alegatos contra la apertura del procedimiento.
V. Mediante resolución número RES-AS-DN-3504-2008 del 6 de agosto de 2008,  la Aduana dicta el acto final del procedimiento modificando la clase tributaria para el vehículo de referencia que varía de la número 2250534 que fue la declarada a la clase tributaria número 2364275, lo cual genera un monto de impuestos por cancelar de ¢1.393.839.74. ( ver folios 35-42)

VI. Con escrito presentado el 26 de setiembre de 2008, el agente aduanero XXXXXXXX, interpone recurso de apelación y nulidad absoluta contra el acto final del procedimiento esencialmente por dos razones:
· Por falta de fundamentación porque no se logra explicar ni motivar como corresponde, cómo es que se obtiene la nueva clase tributaria, ni tampoco se indica cuál es el método de valor utilizado ni se indica cuál procedimiento se siguió, todo lo cual le genera indefensión.
· Por falta de contenido porque en el por tanto del acto no se determina el nuevo valor asignado, lo cual es vicio del acto administrativo conforme con el criterio externado por el Tribunal Aduanero Nacional en sentencia 034-2000, agregando que es amplia la jurisprudencia en ese sentido.  (ver folios 43-47)
VII. Con resolución RES-AS-DN-5906-2008 del 13 de noviembre de 2008, la Aduana emplaza al interesado para que dentro del plazo de diez días se apersone ante esta Sede a plantear su defensa.  (ver folios 48-49)
VIII. Que no consta escrito de apersonamiento del recurrente ante este Tribunal conforme con el plazo otorgado por la Aduana, no obstante, a folios 51-55, corre escrito presentado el 26-9-2008 directamente ante este Tribunal, que contiene el recurso de apelación interpuesto.
VI.-
En la tramitación del recurso de apelación se han observado las prescripciones de ley.

Redacta la Licenciada Shirley Contreras Briceño; y,

CONSIDERANDO
I.
Objeto Trata de un procedimiento ordinario iniciado por la Aduana Santamaría, tendiente a modificar la clase tributaria y el valor aduanero consignados en la declaración aduanera de importación número XXXXXXXX del 16 de febrero de 2007, puesto que según las características del vehículo desalmacenado que es Mercedes Benz, modelo CLK 320, sedán dos puertas, año 1999, gasolina, transmisión automática, cilindrada 3200, cabina sencilla, full extras, según el decreto ejecutivo 32458-H del 7 de julio de 2005, le corresponde la clase tributaria 2364275 y no la declarada número  2250534. Dicho cambio implica una modificación en la liquidación de los gravámenes aplicables generando una diferencia de impuestos no pagada de ¢1.393.839.74.  
II.
Sobre la admisibilidad del recurso de apelación En cuanto a la admisibilidad del recurso de apelación dispone la LGA que contra la resolución dictada por la Dirección General de Aduanas, cabe recurso de apelación para ante este Tribunal, el cual debe interponerse dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto impugnado, condicionando la admisibilidad a dos requisitos procesales, sea en cuanto al tiempo que dispone el interesado para interponerlo, y además el relativo a la capacidad procesal de las partes que intervienen en expediente. Así las cosas, siendo en el caso el acto final objeto de impugnación le  fue notificado al interesado el día 23 de setiembre de 2008 y el recurso de apelación interpuesto el 26 de setiembre de 2008 según corre a folios 42 y 43 del expediente administrativo en el término de ley, se cumple el requisito de temporalidad. Por su parte en cuanto a la capacidad procesal del recurrente, también consta la acreditación del señor XXXXXXXX, según constancia visible a folios 72-73, por lo cual se admite el recurso de apelación para su decisión. 
III.
Nulidades en el presente caso.  Este Tribunal como contralor de legalidad revisa la actuación de la autoridad aduanera, para verificar el cumplimiento de las etapas y  principios procesales esenciales indispensables para que el acto administrativo surta efectos, siempre que respete el bloque de legalidad y el derecho que le asiste al administrado a un debido proceso. Por ello primero nos debemos pronunciar sobre la existencia o no de nulidades, dado que el acto debe ser dictado de conformidad con el ordenamiento jurídico, tanto en sus elementos esenciales como formales, puesto que lo contrario puede generar vicios que afecten su validez, máxime que en el caso concreto el recurrente de manera expresa acusa la nulidad de las presentes actuaciones.
Así las cosas consideramos que los hechos y actuaciones que constan en expediente, determinan sin lugar a dudas que la Aduana Santamaría abrió procedimiento ordinario tendiente a revisar la clase tributaria y el valor de importación del vehículo consignado en la declaración de referencia, según las características del mismo, determinando un adeudo a favor del Erario.  No obstante incurre en dos defectos o vicios de los actos emitidos, que hacen necesario que se decrete la nulidad de todo lo actuado.  Veamos:
· Vicio por falta de una adecuada motivación del acto inicial y final: Argumenta el recurrente que en el presente caso existe una falta de fundamentación porque no se logra explicar ni motivar como corresponde, cómo es que se obtiene la nueva clase tributaria, ni tampoco se indica cuál es el método de valor utilizado ni se indica cuál procedimiento se siguió, todo lo cual le genera indefensión.

En tal sentido es criterio de este órgano de alzada que lleva razón el recurrente en su planteamiento por falta de motivación, pero por cuanto si bien en el acto inicial y en el final se indica que el cambio de clase tributaria se realiza no sólo con base en las características reales del vehículo, sino también con fundamento en el decreto ejecutivo 32458-H del 7 de julio de 2005, la página electrónica de Black Book, número 99, Informe Registral de Inscripción en el Registro Nacional de la Propiedad Mueble del Vehículo, la Circular DONT-SAAT-1018-2003 del 3 de julio del 2003 y la Circular DGT-DGA-01-2008 vigente, sin embargo del respectivo expediente administrativo, resulta constatable que no todos los elementos de hecho y derecho que sustentan el actuar de las autoridades aduaneras, se encuentran incorporados al mismo, tal es el caso de las circulares DONT-SAAT-1018-2003 del 3 de julio del 2003 y la  DGT-DGA-01-2008, que no constan en autos.  Además si revisamos a folio 19, consta un documento que contiene un correo electrónico dirigido al señor Luis Edo Monge Bermúdez, por parte del señor Alvaro Edwin Rojas Mena, en el que se hace referencia a la existencia de un informe AVT-ATSJ-048-2008 relacionado con el caso, y donde se consigna la nueva clase tributaria asignada al vehículo objeto del presente procedimiento, sin que conste tal informe en expediente, y además sin que la Aduana se refiera al mismo ni en el acto inicial ni tampoco en el acto final, defectos éstos que vienen a viciar lo actuado a partir del acto inicial, por no haberse realizado una debida y adecuada motivación, además de no constar en expediente todos los elementos considerados por la aduana, en las presentes actuaciones.  
Recordemos que es fundamental respecto de la forma del acto administrativo, que el mismo se encuentre debidamente motivado, como parte de la garantía del debido proceso, toda vez que el afectado debe conocer la fundamentación que ha tenido la administración para actuar de determinada manera.  Lo contrario, impediría el efectivo ejercicio de su derecho de defensa, en los términos del artículo 223 de la LGAP.  Partiendo de lo expuesto y según nuestra legislación administrativa aplicable al caso, habrá nulidad cuando falten o se encuentren defectuosos algunos de los elementos señalados.  Efectivamente el artículo 166 de la Ley General de la Administración Pública establece la consecuencia en tales casos: 

“Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente.” 

Y el artículo 223 de la misma ley sanciona con una nulidad de carácter procesal la omisión de tales formalidades indicando:
“Artículo 223.- 

1. Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del procedimiento. 

2. Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión. “(el resaltado es nuestro)
Aplicado lo anterior al caso concreto resulta evidente de lo expuesto, el problema de motivación en este caso, ante la ausencia en expediente de la totalidad de los elementos en que se fundamenta el cambio realizado y siendo que es fundamental respecto de la forma del acto, que el mismo se encuentre debidamente motivado, como parte de la garantía del debido proceso, toda vez que el afectado debe conocer la fundamentación y los elementos probatorios que ha tenido la administración para actuar de determinada manera, porque lo contrario impediría el efectivo ejercicio de su derecho de defensa, no le queda más a este Tribunal, que, según sus competencias y limitaciones como órgano contralor de legalidad, estimar que existe nulidad en las presentes actuaciones y anular todo lo actuado a partir del acto inicial inclusive, a tenor de lo expuesto por los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, 128, 131, 132 y 133 y concordantes, y artículos 165 a 172, 223 de la Ley General de la Administración Pública, por lo que debe declararse la nulidad indicada.   

· Vicio de contenido: Como bien lo alega el recurrente, ni en la parte dispositiva del acto inicial (ver folios 31-32) ni tampoco en el acto final (ver folios 40-41), señala la Administración cuál es el nuevo valor de importación determinado para el vehículo desalmacenado, sino que se limita a ordenar el cambio en la clase tributaria declarada y el consecuente adeudo pendiente de cancelar, que se origina por tal circunstancia, sin que se establezca cuál es la nueva base imponible que se determina para el cálculo de la obligación tributaria aduanera
En efecto, en ambos actos administrativos se indica que la clase declarada es la número 2250534, pero que en realidad según las características del vehículo que es un Mercedes Benz, modelo CLK 320, sedán dos puertas, año 1999, gasolina, transmisión automática, cilindrada 3200, cabina sencilla, full extras, según el decreto ejecutivo 32458-H del 7 de julio de 2005, le corresponde la clase tributaria 2364275, ordenándose en el acto final el respectivo cambio de clase tributaria, e inmediatamente se establece la diferencia de impuestos que están pendientes de cancelar a favor del Fisco en razón de ello.
Sin embargo, olvida la administración la finalidad misma del procedimiento que según se desprende de las actuaciones estaba dirigido a la revisión del valor de importación, como elemento determinante de la obligación tributaria aduanera,  cuya modificación en principio se generaría de la modificación de la clase tributaria, no obstante al momento de decidir, de ordenar lo que correspondía, no indica nada respecto al nuevo valor de importación determinado,  que será el asignado a dicha clase tributaria, generándole indefensión al recurrente toda vez que no sabe cuál es la base que se está finalmente utilizando para el cálculo de la obligación tributaria, lo cual le impide realizar cualquier objeción respecto al valor mismo y respecto al cálculo u operación aritmética de la liquidación de los gravámenes respectivos.
De lo anterior se colige que existe un evidente vicio cometido desde el acto de apertura en el elemento contenido del acto administrativo, esto es, lo que el acto ordena o dispone. En palabras del Dr. Eduardo Ortiz, entendemos por elemento contenido la definición del efecto del acto, considerado como un resultado jurídico inmediato del mismo; elemento sobre el cual se ha referido la Procuraduría General de la República en varias ocasiones, entre ellas, el Dictamen C-082-2003 de 24 de marzo de 2003, de la siguiente forma: “El contenido es en lo que consiste el acto administrativo. En otros términos, es lo que el acto dispone, y se expresa en la parte dispositiva. Un concepto que se vincula o es conexo con este es el objeto, entendido como el efecto que se propone conseguir la administración al dictar el acto. Tanto el contenido como el objeto de los actos administrativos deben ser ciertos, lícitos y físicamente posibles.”
En el presente asunto la violación evidente y manifiesta se genera por omitir referirse la administración al verdadero objeto del procedimiento, cual es la modificación del elemento valor de importación de la mercancía que afecta directamente la obligación tributaria aduanera presentada a despacho, o sea provocando un ajuste en la liquidación y cobro de tributos, el cual si bien se dio no fue en respuesta a una modificación o ajuste en el elemento en revisión del valor en tanto sobre tal aspecto omite referirse en el por tanto según lo expuesto, siendo que lo único que en realidad se ordenó fue el cambio de la clase tributaria. Aspectos que generan inseguridad jurídica y falta de certeza sobre el correcto valor de importación del vehículo, que sin lugar a dudas le ocasionan confusión e indefensión al administrado. Es así, como la Administración incumple los requisitos establecidos en el artículo 522 del Reglamento a la Ley General de Aduanas que se exigen para el dictado del acto final.
En efecto, el objeto del procedimiento ordinario es demostrar o desvirtuar los hechos y pretensiones formuladas por las partes, en aras verificar la verdad real, correspondiendo definir y decidir lo que corresponda estampando su decisión en el por tanto de los actos emitidos, los cuales en forma expresa debe señalar, entre otros aspectos, el elemento de la obligación tributaria que se está modificando, esto es, en el caso concreto el ajuste en el valor de importación del vehículo usado, pues de lo contrario el acto no sería válido al no estar conforme al ordenamiento jurídico, tal y como lo prescribe los artículos 128, 132 en relación con los artículos 158, 169 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, dado que la falta o ausencia de algún requisito del acto administrativo, expresa o implícitamente exigido por el ordenamiento jurídico constituirá un vicio.
Sobre el particular claramente se reafirma que el a quo al dictar  los actos del presente procedimiento, sin contar con todos los requisitos en su parte dispositiva, viola en forma clara y evidente el  elemento contenido, el cual, según numeral 132 de la LGAP debe ser lícito, posible, claro y preciso y abarcar todas las cuestiones de hecho y de derecho surgidas del motivo, aunque no hayan sido debatidas por las partes interesadas, y así lo ha reconocido la tanto la jurisprudencia contencioso- administrativa como la emitida por este Tribunal. (Ver sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo N° 00031 de 19/01/01)

En consecuencia, al constituir el contenido un elemento sustancial del acto administrativo según lo prescribe el orden jurídico imperante y lo recoge la doctrina, tenemos que la conducta de la Administración debe estar sujeta o limitada a la obtención de determinados resultados previstos por el legislador, esto es, el supuesto o eventual ajuste en el valor de importación debió ser objeto del contenido del acto. De forma tal que, los actos en el presente caso examinado han sido dictado sin ajustarse a las normas del ordenamiento jurídico, al no determinar la modificación del elemento valor y su implicación concreta en la liquidación de cada tributo, valoración exacta de las mercancías y su justificación, además del vicio por falta de una debida motivación, supra señalado, razón por las cuales se encuentran viciados los actos emitidos y en consecuencia en virtud de los fundamentos de hecho y de derecho expuestos así como los artículos 192 de la Ley General de Aduanas, 522 del Reglamento a la Ley General de Aduanas, 132,136, 158, 165 y 169 y siguientes, 223 de la Ley General de la Administración Pública, este Tribunal declara la nulidad de todo lo actuado en expediente a partir del acto inicial inclusive por ser contrario al ordenamiento jurídico. Por tal motivo y en razón de lo resuelto no se entra a conocer por el fondo el presente asunto.
POR TANTO

Con base en las facultades otorgadas por el artículo 104 del CAUCA, artículos 198 y 205 de la Ley General de Aduanas, por unanimidad se anula todo lo actuado a partir del acto inicial inclusive. Remítase el expediente a la oficina de origen.
Notifíquese 
Loretta Rodríguez Muñoz
Presidenta

Elizabeth Barrantes Coto  


Alejandra Céspedes Zamora

Shirley Contreras Briceño


 Franklin Velázquez Díaz
Dick Rafael Reyes Vargas


Floribel Chaves Arce
� Ver sentencias del TAN, N° 04-2000, 06-2002, entre otras.
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